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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MEDIDAS DE SEGURIDAD PARA PERSONAS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / LÍDER DE PUEBLO INDÍGENA / PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA PRECAVER FACTORES DE RIESGO / RECUENTO JURISPRUDENCIAL SOBRE LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO Y LOS PASOS QUE DEBE SEGUIR PARA BRINDAR TAL PROTECCIÓN.
“En diferentes oportunidades, esta Corte se pronunció sobre la procedencia del amparo constitucional cuando personas que ostentan la condición de sujeto de especial protección constitucional se enfrentan a factores de riesgo y vulnerabilidad inminentes. En efecto, en la sentencia T-924 de 2014, reiterada por la T-124 de 2015 este Tribunal determinó que ostentar las calidades de (i) indígena; (ii) representante de una asociación indígena; (iii) calificado con un nivel de riesgo extraordinario; eran razones suficientes para considerar que el mecanismo judicial para impugnar medidas de protección no era idóneo ni efectivo. Lo anterior, en la medida en que se trataba de un sujeto de especial protección constitucional cuyos derechos fundamentales a la vida y a la seguridad personal estaban en riesgo…”. (…)

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, febrero quince del dos mil diecinueve   
Expediente 66001-31-10-001-2018-00668-01
Acta N° 52 del 15 de febrero del 2019   
 Decide la Sala la impugnación interpuesta por la Unidad Nacional de Protección contra la sentencia proferida el 14 de diciembre del 2018 por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela propuesta por Martín Siagama Gutiérrez frente a la impugnante, a la que fueron vinculados el Ministerio del Interior, los Gobernadores de las Comunidades Indígenas de Pueblo Rico - Risaralda, el representante del grupo étnico indígena Emberá Chamí, la Gobernación de Risaralda, la Dirección de Asuntos Indígenas, ROM y minorías del Ministerio del Interior de la Presidencia de la República, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la Nación, la Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas, la Alcaldía y la Personería de Pueblo Rico – Risaralda. 
ANTECEDENTES
Martín Siagama Gutiérrez acudió a esta vía en procura de la protección de los “derechos fundamentales de los Pueblos Indígenas a la autodeterminación como integrante de una Población Indígena y el derecho a la protección con Enfoque Diferencial” que estima vulnerados por la U.N.P.
El extenso relato, admite la siguiente síntesis:

Desde el año 2003 fue reconocido como líder del pueblo indígena Embera Chamí, asentado en el resguardo Unificado Chamí del Río San Juan, en la zona rural de Pueblo Rico – Risaralda, donde actualmente reside; en tal calidad ha sido víctima de múltiples amenazas contra su vida, provenientes de distintos grupos al margen de la ley, que hizo saber con detalle. Por ello, previa solicitud, el 4 de enero del año 2018, la UNP le asignó un esquema de seguridad consistente en un medio de comunicación, un chaleco blindado, y un hombre de protección con enfoque diferencial o de confianza. 
Sin embargo, dice, ese esquema es insuficiente, debido a que no cuenta con vehículo propio y debe transportarse en motos, buses, camiones y otros vehículos particulares, a los lugares donde debe atender las necesidades de los indígenas y a reuniones con diferentes instituciones del Estado; esa circunstancia pone en riesgo su vida, porque, entre otras cosas, debido a la falta de recursos, en muchas ocasiones el hombre de seguridad lo puede acompañar solo hasta cierto punto y desde ahí en adelante tiene que realizar el recorrido solo o con el acompañamiento de la guardia indígena cuando tienen conocimiento de que va a llegar a la zona. 
Expuso que en febrero del año 2018, a un compañero suyo lo detuvieron dos encapuchados para preguntarle sobre su paradero y que esa situación se repitió con otra persona, resalta esos hechos por las particulares condiciones en las que fueron increpadas esas personas, lo cual sucedió de manera amenazante cuando iban solas por el camino sin alguien que las pudiera proteger; distinto a otras situaciones en las que le preguntan a la gente por su ubicación en lugares visibles y con mucha gente alrededor. 




Finalmente indicó que debido a la inseguridad que soporta, solicitó una nueva evaluación de su caso ante la UNP, lo que fue resuelto mediante la resolución 9267 del 2 de noviembre del año 2018, en la que se decidió ratificar el esquema de seguridad que ya le habían asignado. 

No formuló pretensiones, pero insistió en que el esquema de seguridad que le asignaron es insuficiente para mitigar el riesgo que corren su vida y la de su familia.  
El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con las mencionadas vinculaciones y corrió traslado a las convocadas (f. 18, c. 1)
El Personero de Pueblo Rico - Risaralda, dio cuenta de las gestiones que esa cartera ha adelantado en torno a las solicitudes de protección del accionante y dijo compartir sus apreciaciones frente al interrogante que hace por la concesión de un esquema de protección sin vehículo, habida cuenta de que se trata de una persona con representatividad en la comunidad, cuya pertenencia a un grupo étnico lo ubica en una situación más acentuada de vulnerabilidad; cuestiona el hecho de que la UNP dote al actor de escolta y elementos, pero no de un automotor, debiendo transportarse a pie o en vehículos de servicio público, lo que lo hace más visible y su condición más insegura (f. 30, c. 1)
El jefe de la oficina de asesoría jurídica de la UNP, adujo sobre la temeridad que se presenta en este caso, en consideración a que el demandante, en el mes de septiembre del año 2017, interpuso otra acción de tutela similar a esta, que le correspondió a la Sala Penal de este Tribunal, en la que se declaró superado el hecho que motivó su interposición. 
Por otra parte detalló que el caso del accionante fue presentado en la sesión No. 50 del Grupo de Valoración Preliminar – GVP, el 18 de diciembre del año 2017, en el cual se validó su nivel de riesgo como extraordinario, con “una matriz
 de 52.22%”, lo que fue analizado por el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas CERRM el 28 de diciembre de ese mismo año, quienes recomendaron para el caso del accionante “Implementar un (1) medio de comunicación y un (1) chaleco blindado. Implementar un (1) hombre de protección con enfoque diferencial y/o de confianza”, por un término de 12 meses.
Que su caso fue reevaluado por hechos sobrevinientes, en la sesión No. 17 del GVP el 7 de mayo del año 2018, en el cual se validó su nivel de riesgo como extraordinario con el mismo porcentaje de matriz, y una vez más el 22 de octubre del año anterior con el mismo nivel de riesgo con un porcentaje matriz del 52.77%.

Adicionalmente informó que el señor Siagama Gutiérrez, solicitó a esa Unidad ser reevaluado nuevamente, por hechos sobrevinientes, por lo cual cuenta con la orden de trabajo No. 306167 del 29 de noviembre del año 2018 en estado activa para su realización, en tal sentido hizo saber que, por ser un estudio detallado, técnicamente especializado, cuenta con unos términos para su elaboración, validación y ponderación, de 30 días hábiles, contados a partir del momento en que el solicitante expresa su consentimiento por escrito para tal fin, lo que no ha sido otorgado por el peticionario. 
Finalmente manifestó que todos los hechos y amenazas expresadas por el accionante, han sido tenidos en cuenta dentro de los estudios que sobre su nivel de riesgo se han realizado y que la solicitud sobre el refuerzo a las medidas de protección que elevó el accionante, fue respondida, de manera clara, congruente y de fondo a su correo electrónico el 13 de julio del 2018.  Pidió declarar la improcedencia del amparo (f. 31, c1).
La jefe de la oficina asesora jurídica del Ministerio del Interior adujo falta de legitimación en la causa por pasiva comoquiera que las pretensiones tienden a que la UNP fortalezca el esquema de protección conferido al accionante, asunto que claramente está por fuera de las funciones de esa cartera.

Adicionalmente, hizo claridad acerca de que, aun cuando el Director de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior es miembro del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas - CERREM, lo cierto es que la Secretaria Técnica del CERREM está en cabeza de la Unidad Nacional de Protección, y al Ministerio, en lo que al Programa de Protección se refiere, solo presenta recomendaciones frente a las medidas de protección a adoptar; y la entidad que tiene la responsabilidad exclusiva de definir las medidas, la manera de cómo se implementan y se operativizan los esquemas de seguridad es la Unidad Nacional de Protección; por lo cual es esa la autoridad, en el ámbito de sus competencias, la encargada de atender la petición objeto de la presente tutela (f. 35, c. 1).

La Defensora del Pueblo de Risaralda, expuso la actividad que distintas dependencias, han desplegado para atender las peticiones que el accionante ha radicado en esa cartera. Solicitó su desvinculación (f. 38, c. 1).
La asesora adscrita a la oficina jurídica de la procuraduría General de la Nación, dijo que al observar lo decidido por la UNP, advierte un posible defecto fáctico por errónea interpretación de la realidad de los líderes sociales, en el entendido que el apoyo probatorio y las consideraciones generales, en el caso concreto, arrojarían un resultado diferente por la posible sistematicidad de homicidios de los líderes sociales, que posiblemente se pudo incurrir en un desconocimiento de la territorial e, inclusive, de su realidad familiar. Esos mismos argumentos fueron planteados por el Asesor de la Procuraduría delegada para asuntos étnicos, además al unísono estimaron necesario coadyuvar las pretensiones del actor.
En consideración a lo anterior y a la falta de legitimación en la causa por pasiva de su parte, solicitaron  su desvinculación (f. 41, c. 1).
El representante judicial de la UARIV pidió negar la acción de tutela toda vez que esa entidad, ha realizado, dentro del marco de sus competencias, todas las gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales y evitar el riesgo de los derechos fundamentales del accionante (f. 47, c. 1).
El jefe de la oficina jurídica asesora de la UNP, allegó una nueva contestación para solicitar la desvinculación del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendaciones de Medidas (CERREM) y del Grupo de Valoración Preliminar (GVP), comoquiera que no poseen personería jurídica, son órganos interinstitucionales, conformados por delegados de diferentes entidades del Estado y sus decisiones son independientes (f. 49, c.1).
Sobrevino la sentencia de primer grado  que concedió el amparo y le ordenó a la UNP y a la Secretaría Técnica del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación, en el término de 10 días, concluir el estudio de riesgo, valorando nuevamente las medidas de seguridad del accionante teniendo en cuenta i) un enfoque diferencial en el estudio y en la implementación de las medidas de seguridad, y ii) que él funge como líder indígena ejerciendo labores propias de su condición dentro de su territorio. La decisión enfatizó en la condición de persona de especial protección constitucional del accionante y en su estatus extraordinario de riesgo (f. 58, c.1).
Impugnó la UNP, se opuso al término de 10 días concedido en el fallo para reevaluar el nivel de riesgo del actor, habida cuenta de que existe un procedimiento de 30 días, en el que se requiere del consentimiento por escrito del beneficiario y, ya en terreno, es necesaria una indagación que consiste en una solicitud de información de manera formal a las entidades de seguridad del Estado tales como Policía, Ejército, Fiscalía, Defensoría del Pueblo, Personería, Alcaldía, etc.; explicó que con el fin de dar estricto cumplimiento a la orden judicial, se encuentra activa la Orden de Trabajo No. 306167 a favor del accionante la que se le envió al correo electrónico del analista a cargo del caso, adjuntando copia del fallo de tutela de primera instancia, con el fin de dar prioridad a esa orden de trabajo. Solicitó, en consecuencia, revocar la sentencia de primera instancia, dado que el término de 10 días es insuficiente para la realización de la reevaluación y dada la inexistencia de violación por omisión o acción de los derechos fundamentales del accionante, por parte de esa cartera. (f. 67, c. 1).
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía y en procura de la protección de los derechos que invocó, acudió Martín Siagama Gutiérrez para que se le ordene a la Unidad Nacional de Protección, fortalecer el esquema de seguridad que le fue otorgado, habida cuenta de que el que tiene actualmente es insuficiente para su protección y la de su familia. 




Para conjurar la problemática hasta aquí planteada, debe la Sala memorar las directrices que sobre este específico tipo de asuntos ha fijado la Corte Constitucional.




Lo primero, por supuesto, tiene que ver con la procedencia del amparo, y en este punto, sin mucho andar se ven superados los presupuestos de inmediatez y subsidiaridad. El primero porque, la amenaza contra el accionante permanece latente y, además, de los actos administrativos que se cuestionan, el último de ellos data del 2 de noviembre del año 2018, es decir que se emitió solo un mes antes de que se interpusiera esta demanda constitucional. Y el segundo, porque si bien es sabido que este amparo solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, en este caso, como en otros decantadas por la Corte Constitucional, lo cierto es que la jurisdicción contencioso administrativa no luce idónea para la salvaguarda inminente de los derechos fundamentales a la vida y a la seguridad personal de los que es titular el señor Martín Siagama Gutiérrez, quien es una persona de especial protección constitucional evaluada con nivel de riesgo extraordinario. 





En un caso de similares contornos, específicamente en la sentencia T-666 del 2017, la Corte Constitucional exhibió el siguiente razonamiento, en torno a la procedencia del amparo: 





16. En diferentes oportunidades, esta Corte se pronunció sobre la procedencia del amparo constitucional cuando personas que ostentan la condición de sujeto de especial protección constitucional se enfrentan a factores de riesgo y vulnerabilidad inminentes. En efecto, en la sentencia T-924 de 2014
, reiterada por la T-124 de 2015
 este Tribunal determinó que ostentar las calidades de (i) indígena; (ii) representante de una asociación indígena; (iii) calificado con un nivel de riesgo extraordinario; eran razones suficientes para considerar que el mecanismo judicial para impugnar medidas de protección no era idóneo ni efectivo. Lo anterior, en la medida en que se trataba de un sujeto de especial protección constitucional cuyos derechos fundamentales a la vida y a la seguridad personal estaban en riesgo.





18.  En esta oportunidad, esta Corporación reitera las reglas jurisprudenciales de procedencia de la acción de tutela, en las que se establece que el amparo constitucional sólo procede en los casos en que: (i) no existe un mecanismo judicial idóneo y eficaz para proteger los derechos fundamentales invocados en la tutela y (ii) a pesar de que exista el mecanismo idóneo, no resulta eficaz ante la inminencia de la ocurrencia de un perjuicio irremediable esto es, una afectación inminente, grave y urgente. En relación con el segundo presupuesto, se reitera que el juez constitucional debe evaluar las condiciones particulares de cada caso para verificar si el amparo constitucional procede como mecanismo transitorio o definitivo. Por último, se reitera que en los casos de acciones de tutela contra decisiones que determinan evaluaciones de riesgo, o que busquen modularlas de manera indirecta, se debe: (i) ostentar la calidad de sujeto de especial protección constitucional; y (ii) encontrarse en una situación de riesgo o vulnerabilidad inminente. Así mismo, la Corte solo será competente para conocer de manera extensiva hechos que vulneren los derechos de las víctimas, cuando (i) haya un grupo de personas víctimas del conflicto que a pesar de no haber interpuesto una acción de tutela, se encuentren en una situación común, similar o análoga a la de las víctimas que sí hicieron uso de ella; y (ii) que en caso de que haya una orden de protección por parte del juez de tutela, esta tenga una incidencia directa e inmediata en la salvaguarda de los derechos fundamentales de las víctimas que no interpusieron la acción de tutela.





Con la mira puesta en la jurisprudencia transcrita, en este caso se tiene que la acción de tutela es el mecanismo idóneo resolver la controversia porque: (i) el señor Martín Siagama Gutiérrez tiene la calidad de indígena; (ii) es representante del pueblo indígena Embera Chamí, asentado en el resguardo Unificado Chamí del Río San Juan, en la zona rural de Pueblo Rico – Risaralda; y (iii) el 22 de octubre del 2018 fue calificado por el GVP con un valor de riesgo extraordinario de  52,77%. Esas circunstancias fueron confirmadas por la accionada en su contestación; en tal virtud es inviable que se le exija acudir a las vías ordinarias dada su situación de riesgo y su calidad de persona de especial protección constitucional.





Lo que sigue, entonces, es analizar las gestiones adelantadas por las autoridades encartadas, para ver si alguna acción u omisión suya ha violentado o amenazado los derechos invocados en esta demanda. 




En la misma sentencia que se viene estudiando, se establece con claridad la ruta que deben seguir las autoridades del Estado para propender por la protección, entre otras personas en condición de riesgo, de líderes y lideresas indígenas:





El derecho a la seguridad de las personas cuando se encuentra en riesgo la vida
 





20. Los artículos 2 y 11 de la Constitución han determinado que las “autoridades de la República están instituidas para proteger la vida de todas las personas residentes en Colombia”, por tratarse de un derecho de carácter fundamental e “inviolable”. En esa medida, garantizar el derecho a la vida es una responsabilidad inalienable del Estado, debido a que se trata de uno de los valores axiales de la Constitución. Sin ella no sería posible el ejercicio de ningún otro derecho, por lo que es un compromiso de todos los asociados del Estado respetarla, protegerla y valorarla, dentro de los límites del ordenamiento jurídico.





(…)
 




   


Ahora bien, respecto a la noción de amenaza esta Corte ha determinado que consiste en “una violación potencial que se presenta como inminente y próxima. Respecto de ella la función protectora del juez consiste en evitarla”
. La sentencia T-1026 de 2002
 estableció los siguientes criterios para evaluar las circunstancias de una amenaza:





i)  La realidad de la amenaza exige que haya sido comunicada o manifestada a la víctima y que pueda ser convalidada objetivamente, lo que implica que no debe tratarse de un temor individual “frente a una situación hipotética, pues los riesgos imaginarios no son amparables constitucionalmente”;
 





ii) La individualidad de la amenaza: requiere que sea dirigida contra un sujeto o un grupo determinado o determinable de personas, de esta manera se puede establecer que el peligro que “corren es excepcional en relación con el riesgo general que debe soportar la población o el grupo o sector al cual pertenecen”.




iii) La situación específica del amenazado: en este criterio se deben tener en cuenta “aspectos subjetivos que rodean al peticionario, tales como el lugar de residencia, la pertenencia a un partido político, la actividad sindical, la situación económica, la actividad profesional, la labor desempeñada como empleado de cierta entidad estatal o empresa privada, los vínculos familiares, ciertas actuaciones realizadas o haberse visto involucrado en acciones adelantadas por grupos armados que actúan por fuera de la ley”.
 





iv) El escenario en que se presentan las amenazas: es necesario analizar las circunstancias “históricas, sociales, económicas y políticas del lugar donde se asegura que han ocurrido las amenazas http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/t-924-14.htm - _ftn19”.
 





v) La inminencia del peligro: la autoridad competente debe verificar las circunstancias generales de riesgo para determinar la probabilidad de la ocurrencia de una afectación grave de la vida que amenace los derechos fundamentales de la persona. Dicho en otros términos es necesario valorar, que la amenaza sea individualizada y que si se presenta en una zona de presencia activa de los grupos insurgentes, aumenta la probabilidad del riesgo. Por lo tanto, también se debe tener en cuenta que “la dificultad de determinar la realidad de su acaecimiento aumenta en la medida en que la vulneración depende de la actuación de terceras personas”. En suma, la autoridad competente para calificar la naturaleza de la amenaza debe evaluar “cuidadosamente los criterios anteriores, con el fin de verificar tanto su existencia real como la probabilidad de la ocurrencia de un daño grave e inminente a la persona.”





La apreciación integral y razonable de estos factores genera en la autoridad competente el deber de adoptar las medidas tendientes a otorgar protección especial a quien es objeto de amenaza.




A renglón seguido la misma Corporación explica:





La sentencia T-719 de 2003
 estableció una escala de riesgos y amenazas para brindar protección especial por parte del Estado a la persona que se encuentra amenazada. Sus niveles son: i) mínimo, ii) ordinario, iii) extraordinario, y iv) extremo. Esta categorización resulta determinante “para diferenciar el campo de aplicación del derecho a la seguridad personal de las órbitas de otros dos derechos fundamentales con los cuales está íntimamente relacionado, sin confundirse con ellos: la vida y la integridad personal”.




Con base en esa distinción es posible proteger eficazmente el derecho a la seguridad personal. Respecto a este derecho, debe señalarse que solo se tendrá la protección estatal ante riesgos extraordinarios o extremos que la persona no tiene el deber jurídico de soportar. Estos dependen esencialmente del caso concreto, “y deben ser evaluad[o]s como un todo, desde una perspectiva integral, para establecer la naturaleza, alcance, intensidad y continuidad de los riesgos que gravitan sobre cada individuo”.
 




Y sobre la actividad riesgosa que implica se líder o lideresa indígena esgrime: 




27. En conclusión, la jurisprudencia de esta Corte ha determinado que ostentar la calidad de líder o lideresa de derechos humanos constituye una actividad riesgosa en virtud de la función que cumplen estas personas. En esa medida, estas personas gozan de una presunción de riesgo que obliga a las autoridades competentes a ejecutar los medios idóneos para su protección, el cual durará hasta que se haya llevado a cabo el estudio de seguridad correspondiente. Este se debe llevar a cabo según los principios de eficacia, pertinencia, idoneidad, oportunidad y enfoque diferencial, en el entendido de que este último es el que garantiza el compromiso del Estado de proteger los diversos modos de vida que habitan dentro de él, proveyendo de una especial protección constitucional a los más vulnerables. Así mismo, se ha visto que la jurisprudencia constitucional también ha reconocido que la seguridad es un derecho que puede tener como titular a un pueblo o comunidad de diversidad étnica.




En este concreto asunto se tiene que la UNP ha realizado 3 evaluaciones del riesgo del accionante, una el 18 de diciembre del año 2017, otra el 7 de mayo del 2018 y la última el 31 de octubre de ese mismo año, en virtud de las cuales, inicialmente otorgó, y finalmente ratificó, mediante resolución del 2 de noviembre del año 2018, un esquema de seguridad consistente en un medio de comunicación, un chaleco blindado y un hombre de protección.




Vistas así las cosas, en principio, se observa una importante actividad desplegada por la autoridad enjuiciada, para la protección de la vida del accionante; sin embargo, es evidente que la resolución del 2 de noviembre del año 2018, en la que se ratificó el esquema de seguridad, y la contestación que le ofrecieron frente a la petición que hizo para que le fuera suministrado un vehículo, carecen de una adecuada motivación, y como así es, es palmaria la violencia contra sus derechos fundamentales; se explica: 




Aquí el líder indígena, luego de que en enero del 2018 le fuera asignado un esquema de seguridad, por medio de una “solicitud de refuerzo de medidas” elevada en julio de ese año, denunció hechos sobrevinientes y nuevas amenazas contra su vida, también solicitó un vehículo y dijo que el celular “claro” que tenía no contaba con señal en su resguardo
; frente a ello, se le han puesto en conocimiento dos decisiones, una contestación de la Secretaría Técnica del CERREM
 y una resolución de la Dirección de la UNP
. 




En la primera notificada el 13 de julio al correo electrónico del accionante se le informó que:





“(…)





Ratificar un (1) hombre de protección con enfoque diferencial y/o de confianza". Lo anterior con una temporalidad de "Las medidas de protección tendrán una vigencia hasta el 4 de enero del 2019 o hasta tanto surta el resultado del estudio de nivel de riesgo, de acuerdo con la temporalidad inicialmente aprobada por resolución 0098 del 4 de enero de 2018.”.





En este sentido, me permito informarle que la determinación a la cual se llegó obedece a las indagaciones, verificaciones y labor de campo hechas por el personal calificado que hace parte de la UNP, insumos con los cuales se hizo el diligenciamíento del Instrumento Estándar de Valoración de Riesgo, matriz creada por el Ministerio del Interior y de Justicia y encontrada adecuada para valorar el nivel de riesgo en casos individuales, por la Corte Constitucional mediante el Auto 266 de 2009.





Con base en tal matriz, el Grupo de Valoración Preliminar-GVP- analizó su situación de riesgo y la remitió al Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas -CERREM-, el cual, cumpliendo con las funciones que le fueron asignadas de acuerdo al artículo 2,4.1.2.38 del Decreto 1066 de 2015, en sesión del 23 de mayo del 2018 contando con quorum deliberatorio y decisorio, validó la determinación del nivel de riesgo suministrada por el GVP, motivo por el cual, se modificaron dichas medidas de protección.





(…)”

Y en la segunda, de manera similar solo se dejó dicho lo siguiente: 





“(…)





Que la persona identificada con el número de cédula relacionado a continuación, presentó solicitud do protección y en consecuencia le fue realizado el estudio del nivel del riesgo del que trata el artículo 2.4 1.2 35 del Decreto 1066 de 2015, estudio que posteriormente fue presentado ante el Grupo de Valoración Preliminar en donde le fue ponderado EXTRAORDINARIO, el cual fue remitido a la Secretaría Técnica del Comité.





Que en virtud del resultado de la mencionada evaluación de riesgo el Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendación de Medidas - CERREM Poblacional, celebrado el día 31/10/2018, recomendó





Ratificar un (1) medio de comunicación y un (1) chaleco blindado (…) Ratificar un (1) hombre de protección con enfoque diferencial y/o de confianza. 




(…)”





Es inexistente, como se ve, algún razonamiento congruente con las precisas denuncias que elevó el accionante, relacionadas con la el riesgo que implica para él y su familia tener que transportarse, a veces sin el hombre de protección, y en moto o en servicio público; por contera, tampoco se ve alguna explicación o respuesta sobre la pertinencia o no del automotor y el cambio de celular, que de manera expresa reclamó. 





Es evidente, en consecuencia, que la UNP dejó de lado el análisis de “i)  La realidad de la amenaza, ii) La individualidad de la amenaza, iii) La situación específica del amenazado, iv) El escenario en que se presentan las amenazas y v) La inminencia del peligro” que soporta el actor; dejó de apreciar integral y razonablemente esos factores, y se limitó a manifestar que las decisiones a las que arribó, respondían las recomendaciones que había dado el CERREM, las que no fueron divulgadas, ni estaban incluidas en los actos administrativos que le notificó al beneficiario.  





Por los motivos expuestos, es que se prohijará la sentencia de primera instancia que con acierto amparó los derechos fundamentales del accionante; sin embargo, en atención a la manifestación que hace la encartada acerca del plazo concedido para cumplir, se ampliará el mismo en diez (10) días más, contados a partir de la notificación de esta providencia, en atención al tiempo que ha transcurrido desde cuando impugnó (enero 14, -f. 68 v.-) y esta fecha, para materializar una decisión idónea, eso sí, con la claridad de que la resolución que habrá de expedirse, debe acatar las directrices explicadas en esta providencia. 




También se modificará, para acompasar la orden con la manera como, en este tipo de eventos, la ha impartido la Corte Constitucional
 y para dirigirla exclusivamente frente al Director de la Dirección Nacional de Protección, porque, tal como lo explicó la accionada y según lo reglado en el decreto 1066 del 2015, es de su exclusiva competencia “Adoptar e implementar las medidas de Protección a implementar previa recomendación del Cerrem”
, y a su turno “La Secretaría Técnica del Cerrem será ejercida por un funcionario de la Unidad Nacional de Protección”
 y finalmente el “El Comité sesionará de manera ordinaria, por lo menos una vez al mes, y de forma extraordinaria, cuando las necesidades de protección lo ameriten, previa convocatoria efectuada por quien lo preside o su secretario técnico.”





Corolario de lo anterior se adicionará la providencia impugnada para absolver a las demás autoridades citadas al trámite, por no hallar de su parte vulneración alguna a los derechos fundamentales del accionante. 





Es pertinente mencionar que en precedencia, en esta Sala del Tribunal han fracasado asuntos de similar estirpe, porque en aquellos, contrario a lo que pasa en este, los actos administrativos proferidos por la UNP, se caracterizaban por una coherente, congruente e idónea argumentación, ajustada al caso concreto
, lo que no ocurre en el presente.  
DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 14 de diciembre del 2018, por el Juzgado Primero de Familia local, en esta acción de tutela que Martín Siagama Gutiérrez inició frente a la Unidad Nacional de Protección, pero se MODIFICA el ordinal segundo de la resolutiva, en el sentido de que la orden recaerá en el Director de la Unidad Nacional de Protección, Pablo Elías  González Monguí, o quien haga sus veces, a quien se le amplía el término para acatar en diez (10) días más, contados a partir de la notificación de este proveído, siguiendo las pautas aquí trazadas.





Se ADICIONA para absolver a las demás autoridades citadas al trámite.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA   


Ausencia justificada
� Denominado Instrumento Estándar de Valoración de Riesgo Individual, avalado por la Honorable Corte Constitucional por medio de auto 266 del 2009 (01 de septiembre), siendo importante señalar que esta herramienta técnica tiene tres enfoques: amenaza-riesgo y vulnerabilidad, y cuenta con una escala de: 0 a 49 (Riesgo Ordinario), 50 a 79 (Riesgo Extraordinario) y 80 a 100 (Riesgo Extremo). 


� M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Sentencia T-349 de 1993,  M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Ese documento reposa a folio 9 a 10 del cuaderno de primera instancia. 


� Página 39 del archivo contenido en el disco compacto visible a folio 50v.  


� Ese documento reposa a folios 6 a 8 del cuaderno de primera instancia.


� T-666 del 2017


� Artículo 2.4.1.2.28 decreto 1066 del 2015


� Parágrafo 1 del artículo 2.4.1.2.38.


� Parágrafo 3 Ibídem


� Por ejemplo puede leerse la sentencia del 3 de octubre del 2018. exp 66001-31-03-002-2018-00590-01. M.P. Duberney Grisales Herrera. 





12

[image: image2.png]


_1214118482

